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PRÓLOGO A LA OCTAVA EDICIÓN

			Agotada la edición anterior, y con la satisfacción de que el mercado siga interesado en la publicación, se hace necesario poner al día este Compendio de Derecho Marítimo pese a la espera de la futura reforma de la legislación marítima. Efectivamente, el pasado 1 de marzo del año en curso, el Consejo de ministros, a propuesta del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, ha aprobado el Anteproyecto de Ley de Modificación del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y la Ley de Navegación Marítima con el objetivo de adaptarlas a las nuevas necesidades del transporte marítimo y, más concretamente, de actualizar las normas de ese sector a la regulación internacional y europea.

			Entretanto, interesa reseñar las normas más significativas que han afectado a esta nueva edición. Son las siguientes:

			1. DOTACIÓN Y TRABAJO EN LA MARINA MERCANTE

			El Real Decreto 269/2022, de 12 de abril, por el que se regulan los títulos profesionales y de competencia de la Marina Mercante (BOE n.º 88, de 13 de abril), derogando el Real Decreto 973/2009, de 12 de junio, clasifica los títulos y las tarjetas profesionales en tres departamentos: de puente y cubierta, de máquinas y de radioelectrónica y radiocomunicaciones. Además, este nuevo Real Decreto, establece las normas comunes sobre obtención de títulos y tarjetas profesionales de la Marina Mercante, así como las relativas a las atribuciones conferidas por los mencionados títulos y tarjetas.

			Por otro lado, cataloga esos títulos y tarjetas profesionales dentro de los distintos departamentos del siguiente modo: 1. Departamento de puente y cubierta: a) Capitán de la Marina Mercante. b) Piloto de Primera Clase de la Marina Mercante. c) Piloto de Segunda Clase de la Marina Mercante. d) Patrón de Altura de la Marina Mercante. e) Patrón de Litoral de la Marina Mercante. 2. Departamento de máquinas: a) Jefe de Máquinas de la Marina Mercante. b) Oficial de Máquinas de Primera Clase de la Marina Mercante. c) Oficial de Máquinas de Segunda Clase de la Marina Mercante. d) Oficial Electrotécnico de la Marina Mercante. e) Mecánico Mayor Naval de la Marina Mercante. f) Mecánico Naval de la Marina Mercante. 3. Departamento de radioelectrónica y radiocomunicaciones: a) Oficial Radioelectrónico de Primera Clase de la Marina Mercante. b) Oficial Radioelectrónico de Segunda Clase de la Marina Mercante. c) Operador General del Sistema Mundial de Socorro y Seguridad Marítima. d) Operador Restringido del Sistema Mundial de Socorro y Seguridad Marítima.

			Además, la nueva norma, define la tarjeta profesional de la Marina Mercante o tarjeta profesional del siguiente modo: «título de competencia o título nacional, expedido y refrendado por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, a través de la Dirección General de la Marina Mercante, que faculta a su titular para prestar servicio a bordo de los buques de bandera española, ejerciendo las funciones con el nivel de responsabilidad que se especifican en dicho título de competencia o título nacional».

			Respecto a los títulos diferencia en sus arts. 91 a 95, entre Títulos nacionales (Patrón Portuario y Mecánico Portuario) y Certificados nacionales (Patrón Profesional de Embarcaciones de Recreo, Patrón Profesional de Instalaciones y Dársenas Portuarias, Patrón de Embarcaciones de Socorrismo en Playas).

			Como documento que reconoce a su titular como gente de mar se sigue manteniendo el Documento de Identidad del Marino (DIM). Este título se otorga a ciudadanos de nacionalidad española conforme al Convenio sobre los documentos de identidad de la gente de mar de la Organización Internacional del Trabajo (Convenio n.º 185 de la OIT). Al lado de ese documento, la Libreta de Navegación Marítima, contiene los títulos que posee la gente de mar y el registro de los períodos de embarco que efectúe. Se trata de un documento personal de la gente de mar expedido por la Dirección General de la Marina Mercante o sus órganos periféricos. La utilización, el contenido y el modelo oficial, tanto del DIM, como de la Libreta de Navegación Marítima se determinará mediante orden ministerial de desarrollo de este real decreto (Disps. Adics. 6.ª y 7.ª del Real Decreto 269/2022 citado).

			Para finalizar, y a la luz de la Disposición Transitoria 4.ª, relativa a las Tarjetas profesionales y certificados, interesa advertir que hasta su regulación por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana seguirán en vigor las siguientes disposiciones en lo que no se opongan a lo establecido en el Real Decreto 269/2022 citado:

			a) Orden del Ministerio de Fomento, de 21 de junio de 2001, sobre tarjetas profesionales de la Marina Mercante.

			b) Orden FOM/2296/2002, de 4 de septiembre, por la que se regulan los programas de formación de los títulos profesionales de Marineros de Puente y de Máquinas de la Marina Mercante, y de Patrón Portuario, así como los certificados de especialidad acreditativos de la competencia profesional.

			c) Orden FOM/2285/2004, de 28 de junio, por la que se regulan las pruebas sobre reconocimiento de la legislación marítima española y el procedimiento de expedición de refrendos a los poseedores de titulaciones profesionales al amparo del Convenio STWC 78/95, en la parte no derogada por la Disposición Derogatoria única.

			d) Orden FOM/3302/2005, de 14 de octubre, por la que se regula la prueba o curso de actualización preciso para obtener la revalidación de las tarjetas de la Marina Mercante.

			2. NAVEGACIÓN DEPORTIVA

			2.1. BUQUES DEPORTIVOS Y EMBARCACIONES DE RECREO

			Los requisitos de seguridad se han establecido nuevamente por el Real Decreto 339/2021, de 18 de mayo (BOE n.º 119, de 19 de mayo), por el que se regula el equipo de seguridad y de prevención de la contaminación de las embarcaciones de recreo. Esa normativa tiene por objeto establecer el equipo de seguridad y de prevención de la contaminación que deben llevar a bordo, con carácter obligatorio, las embarcaciones de recreo en función de la zona en la que se encuentren navegando y determinar los requisitos que debe reunir dicho equipo de seguridad y de prevención de la contaminación.

			2.2. TITULACIONES

			La Resolución de 12 de mayo de 2021, de la Dirección General de la Marina Mercante, por la que se modifica el Anexo VII del Real Decreto 875/2014, de 10 de octubre, regula los siguientes modelos: Modelo de tarjeta de capitán de yate; de patrón de yate; de patrón de embarcaciones de recreo; de patrón para navegación básica; de patrón de moto náutica A; de patrónƒ de moto náutica B; y licencia de navegación.

			3. RÉGIMEN JURÍDICO DE LA PESCA MARÍTIMA

			3.1. FUENTES APLICABLES. LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA

			Aquí interesa reseñar la Convención para la Conservación y Ordenación de los Recursos Pesqueros de Alta Mar del Océano Pacífico Norte (DOUE n.º 55, de 28 de febrero de 2022), que tiene como objetivo garantizar la conservación a largo plazo y el uso sostenible de los recursos pesqueros en la zona de la Convención y proteger al mismo tiempo los ecosistemas marinos del Océano Pacífico Norte que albergan dichos recursos (art. 2). A nivel nacional, el Real Decreto 502/2022, de 27 de junio, por el que se regula el ejercicio de la pesca en los caladeros nacionales (BOE n.º 154, de 28 de junio) trata de armonizar la ordenación de los diferentes artes, modalidades y censos de los caladeros nacionales, facilitando una mejor gestión empresarial y tendrá en cuenta los objetivos de las principales políticas y retos de la UE.

			IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ y JOSÉ-ALEJO RUEDA MARTÍNEZ

			Catedráticos de Derecho Mercantil

			Barcelona-Oviedo, 28 de junio de 2022

		

	
		
			
			
PRÓLOGO A LA SÉPTIMA EDICIÓN

			En el Prólogo a la 6.ª edición de 2017, pocas y de bajo relieve fueron las novedades legislativas que se incorporaron a este Compendio de Derecho marítimo. Desde aquel momento hasta la fecha, el legislador ha seguido esa misma suerte, tanto en la cantidad, como en la naturaleza de las normas. Las de mayor entidad han afectado a las siguientes materias:

			1. CONSIGNATARIO DE BUQUES

			Las relaciones de los consignatarios con la Administración Marítima y con las entidades gestoras de los puertos, han sido objeto el desarrollo por el Real Decreto 131/2019, de 8 de marzo, que regula las condiciones de establecimiento y ejercicio de la actividad en puerto, al margen de la titularidad estatal o autonómica del puerto respectivo. Según esa normativa, para desarrollar su actividad, habrán de cumplir con las condiciones exigidas por la Autoridad Portuaria competente y contar con su autorización para ello. Al mismo tiempo, y para facilitar el acceso de los armadores y navieros a los servicios de la consignación, así como para velar por el control del cumplimiento de los requisitos correspondientes, se encuentra el Registro de Consignatarios con carácter público administrativo. La gestión del Registro corresponde al Ministerio de Fomento, ostentando la condición de responsable del Registro el Director General de la Marina Mercante.

			2. EMPRESARIO DE CARGA Y DESCARGA

			Transcurridos casi dos años desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 8/2017, de 12 de mayo, por el que se modificaba el régimen de los trabajadores para la prestación del servicio portuario de manipulación de mercancías y cuando escasamente quedaba un año para la conclusión del período transitorio, se publicó el Real Decreto-ley 9/2019, de 29 de marzo, por el que se modifica la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal, para su adaptación a la actividad de la estiba portuaria y se concluye la adaptación legal del régimen de los trabajadores para la prestación del servicio portuario de manipulación de mercancías (BOE n.º 77 de 30 de marzo). Esta norma, con el fin de consolidar el marco de liberalización del régimen de los trabajadores para la prestación del servicio portuario de manipulación de mercancías, prevé la creación de Centros portuarios de empleo (CPE) cuyo objeto propio consiste en el empleo de trabajadores portuarios y su puesta a disposición de empresas titulares de licencia de prestación del servicio de manipulación de mercancías o de autorización de servicios comerciales portuarios. El citado Real Decreto-ley 9/2019, de 29 de marzo, modifica la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal, añadiendo un nuevo capítulo V relativo a los «centros portuarios de empleo».

			3. EXTRACCIONES MARÍTIMAS

			En esta materia Interesa subrayar que el régimen establecido en la LNM (arts. 376 a 382), ha sido desarrollado por el Real Decreto 371/2020, de 18 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Extracciones Marítimas (BOE de 28 de febrero de 2020), derogando el Capítulo IV del Título II de la Ley 60/1962, de 24 de diciembre, sobre auxilios, salvamentos, remolques, hallazgos y extracciones marítimos, así como el Capítulo V del Decreto 984/1967, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento para aplicación de la Ley 60/1962, de 24 de diciembre, que regula los auxilios, salvamentos, remolques, hallazgos y ex-tracciones marítimos. La nueva norma ha optado por mantener la tradicional competencia de la Armada para autorizar las operaciones de exploración, rastreo, localización y extracción de los buques y bienes naufragados o hundidos. Por otro lado, establece una serie de medidas de protección, entre las que se opta por aplicar criterios propios del patrimonio cultural subacuático, tales como la conservación in situ y el respeto a los restos humanos, a todos los buques de Estado naufragados o hundidos.

			4. NAVEGACIÓN DEPORTIVA

			4.1. CONDICIONES DE SEGURIDAD RELATIVAS A BUQUES DEPORTIVOS Y EMBARCACIONES DE RECREO

			Los requisitos de seguridad establecidos en el Real Decreto 259/2002, de 8 de marzo, por el que se actualizan las medidas de seguridad en la utilización de las motos náuticas, han sido modificado por el Real Decreto 238/2019, de 5 de abril, por el que se establecen habilitaciones anejas a las titulaciones náuticas para el gobierno de las embarcaciones de recreo y se actualizan las medidas de seguridad en la utilización de las motos náuticas (BOE n.º 104 de 1 de mayo). Esa normativa tiene por objeto «establecer las medidas de seguridad apropiadas para el gobierno de las motos náuticas que naveguen por las aguas marítimas interiores y por el mar territorial español y regular las modalidades de su utilización».

			4.2. TITULACIONES

			El Real Decreto 875/2014, de 10 de octubre, por el que se regulan las titulaciones náuticas para el gobierno de las embarcaciones de recreo (BOE n.º 247, de 11 de octubre, ha sido modificado por el Real Decreto 238/2019, de 5 de abril, por el que se establecen habilitaciones anejas a las titulaciones náuticas para el gobierno de las embarcaciones de recreo y se actualizan las medidas de seguridad en la utilización de las motos náuticas).

			4.3. RESPONSABILIDAD EN LA NAVEGACIÓN DEPORTIVA

			Aquí la novedad no es legislativa, sino jurisprudencial. El Auto del TS de 28 de junio de 2017, reitera exactamente la posición del Alto Tribunal mantenida en la Sentencia de 6 de mayo de 2015. En esas resoluciones aflora una dificultad transcendente relacionada con la posible limitación de responsabilidad de las empresas de chartering por créditos marítimos. El TS juzga correcto el criterio de considerar «no incluido» el supuesto objeto del recurso en el ámbito de aplicación del Convenio de Londres, «puesto que las reclamaciones formuladas en la demanda no son ninguna de las previstas en su artículo 2, concretamente en su apartado a [reproducido actualmente en el art. 6.2.a) de la Ley de Navegación Marítima, que mantiene la expresión «explotación del buque» utilizada en la versión española del Convenio de Londres], por cuanto que se exige el elemento de explotación del buque, esto es, la existencia de una actividad empresarial articulada en torno al buque, incompatible con el carácter y uso de embarcación de recreo que tenía la embarcación cuyo incendio causó los daños cuya indemnización se reclama». De todos modos el propio TS se hace eco del carácter problemático de la cuestión, si bien considera «que la limitación de responsabilidad regulada en tal convenio solo está justificada en el caso de desarrollo de una actividad empresarial, pues al constituir un régimen privilegiado respecto del resarcimiento integral de los daños y perjuicios que constituye la regla general en el Derecho de daños, no está justificado tal régimen privilegiado cuando la embarcación cuyo uso o tenencia ha causado los daños es una embarcación de recreo».

			IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ y JOSÉ-ALEJO RUEDA MARTÍNEZ

			Catedráticos de Derecho Mercantil

			Barcelona-Oviedo, 19 de junio de 2020

		

	
		
			
			
PRÓLOGO A LA SEXTA EDICIÓN

			Tras la entrada en vigor en 2015 de la Ley de Navegación Marítima, pocas y de bajo relieve son las novedades legislativas que merecen ser incorporadas en esta nueva edición del Compendio y que resumimos para comodidad del lector.

			1. EMPRESAS DE MANIPULACIÓN PORTUARIA DE MERCANCÍAS

			Lo más relevante tiene origen jurisprudencial y es la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 11 de diciembre de 2014 (TJCE 2014, 366) recaída en el Asunto C-576/13, con referencia al procedimiento de infracción n.º 2009/4052 en la que se condena al Reino de España porque el régimen legal español del servicio portuario de manipulación de mercancías contraviene el artículo 49 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Es decir, los servicios de las empresas portuarias no son libres sino fuertemente cartelizados. Más exactamente las empresas que necesitan mano de obra para operar las terminales de descarga no les queda más remedio que acudir a las empresas laborales y estas imponen sus condiciones, frecuentemente leoninas, lo que repercute no solo en una merma de la rentabilidad y eficiencia económica de las navieras sino de las propias Autoridades portuarias españolas, que ven como el tráfico portuario se orienta hacia otros puertos europeos más competitivos.

			El esquema legal español vigente y que deberá ser reformado se caracteriza porque impone a las empresas que deseen desarrollar la actividad las siguientes obligaciones: a) participar en el capital de una Sociedad Anónima de Gestión de Estibadores Portuarios (SA-GEP); y, b) contratar con carácter prioritario a trabajadores puestos a disposición por dicha Sociedad Anónima, y a un mínimo de operarios sobre una base permanente.

			Para dar cumplimiento a esa Sentencia se dictó el Real Decreto-ley 4/2017, de 24 de febrero, por el que se modificaba el régimen de los trabajadores para la prestación del servicio portuario de manipulación de mercancías. Sin embargo, por Resolución de 16 de marzo de 2017, del Congreso de los Diputados, se ordena la publicación del Acuerdo de derogación del citado Real Decreto-ley 4/2017 (BOE n.º 71, de 24 de marzo de 2017). Posteriormente, tras las modificaciones negociadas con ciertos operadores políticos, se publica el nuevo Real Decreto-ley 8/2017, de 12 de mayo (BOE n.º 114 del día 13), convalidado por Resolución de 18 de mayo de 2017, del Congreso de los Diputados (BOE n.º 119, del día 19).

			El nuevo régimen legal pone fin a la vigencia de numerosos artículos del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante al resultar incompatibles con las manifestaciones vertidas en la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 11 de diciembre de 2014, que impone «la aplicación del principio de libertad de establecimiento consagrado por el artículo 49 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea en lo relativo al servicio portuario de manipulación de mercancías». Al mismo tiempo se deroga el artículo 2.1.h) del Estatuto de los Trabajadores, que declara relación laboral especial la que mantienen los estibadores portuarios con las SAGEP, en buena lógica con la modificación del anterior marco jurídico.

			Las negociaciones no han sido fáciles por la presión ejercida por los sindicatos y amenazas constantes de huelga, pero finalmente parece que se ha llegado a una solución equilibrada que pasa por una reducción paulatina y prorrogada en el tiempo de las cuotas de trabajadores que obligatoriamente se han de contratar en esas empresas.

			2. COMPRAVENTA Y SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE

			Por otra parte, tiene interés destacar en referencia al contrato de compraventa de combustible que el modelo Fuelcon, aprobado por BIMCO en 1995 y actualmente el denominado BIMCO Terms 2015 Standard Bunker Contract, han sido actualizados. También la Sentencia de la Corte Suprema del Reino Unido de 11 de mayo de 2016, se enfrenta al problema de la transmisión de la propiedad de los bunkers despejando las dudas alimentadas por una enmarañada concatenación de contratos, obligando a averiguar las relaciones jurídicas entre todos los intermediarios intervinientes.

			3. SEGURIDAD DE LA VIDA EN EL MAR

			El Convenio SOLAS, 1974, Enmendado, últimas enmiendas de 2015 adoptadas en Londres el 11 de junio de 2015 mediante Resolución MSC.392-95 (BOE n.º 101, de 28 de abril de 2017).

			4. TITULACIONES MARÍTIMAS

			La Resolución de 21 de septiembre de 2016, de la Dirección General de la Marina Mercante, sobre obtención de la tarjeta profesional de Oficial electrotécnico de la Marina Mercante tiene por objeto aplicar los preceptos del Real Decreto 973/2009, de 12 de junio, por el que se regulan las titulaciones profesionales de la Marina Mercante, tanto a la expedición del título como a la tarjeta profesional del Oficial electrotécnico.

			5. GENTE DE MAR

			La Resolución de 7 de marzo de 2017, del Instituto Social de la Marina, establece el ámbito territorial y competencial de sus direcciones provinciales (BOE n.º 63, de 15 de marzo de 2017).

			6. PESCA MARÍTIMA

			El tercer grupo de materias se refiere a la pesca, sector que tangencialmente se aborda en el Compendio. Como es habitual, son numerosas las disposiciones legislativas entre las que merecen citarse las siguientes.

			La Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado (BOE n.º 75, de 28 de marzo, modificada por Ley 33/2014, de 26 de diciembre, BOE n.º 313, de 27 de diciembre de 2014). El Real Decreto 182/2015, de 13 de marzo, aprueba el Reglamento de procedimiento del régimen sancionador en materia de pesca marítima en aguas exteriores (BOE n.º 63, de 14 de marzo). La Ley 47/2015, de 21 de octubre, reguladora de la protección social de las personas trabajadoras del sector marítimo-pesquero, ha derogado el Decreto 2.864/1974, de 30 de agosto, por el que se aprobaba el texto refundido de las Leyes 116/1969, de 30 de diciembre, y 24/1972, de 21 de junio, por el que se regulaba el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar y contemplaba en su Título I el «régimen especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar».

			7. NAVEGACIÓN DEPORTIVA

			El Real Decreto 98/2016, de 11 de marzo, por el que se regulan los requisitos de seguridad, técnicos y de comercialización de las motos náuticas, embarcaciones deportivas y sus componentes (transpone la Directiva 2013/53/UE, de 20 de noviembre de 2013, DOUE-L-2013-82983), que tiene por finalidad el establecimiento de nuevos requisitos de comercialización y técnicos aplicables a las embarcaciones deportivas y a las motos náuticas, así como a sus componentes, a la par que regula la actuación de los agentes que comercialmente intervienen en el mercado relativo a las embarcaciones y motos náuticas.

			El Real Decreto 875/2014, de 10 de octubre, por el que se regulan las titulaciones náuticas para el gobierno de las embarcaciones de recreo (BOE n.º 247, de 11 de octubre), existen, por una parte, cuatro clases de títulos generales, válidos en todo el ámbito nacional español: Capitán de Yate; Patrón de Yate; Patrón de Embarcaciones de Recreo (PER); Patrón de Navegación Básica (PNB). Por otra parte, cinco situaciones especiales: Licencia de Navegación; Patrón de Moto Náutica «A»; Patrón de Moto Náutica «B»; Patrón de Moto Náutica «C»; Autorización federativa. Esta última no podrá expedirse a partir de la entrada en vigor del RD 875/2014.

			Prof. IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ

			Barcelona, 30 de mayo de 2017

		

	
		
			
			
PRÓLOGO A LA QUINTA EDICIÓN

			1. POR FIN, SE APRUEBA LA LEY DE NAVEGACIÓN MARÍTIMA

			La promulgación de la tan deseada y esperada Ley de la Navegación Marítima, publicada en el BOE n.º 180, de 25 de julio de 2014, supone que a partir de la entrada en vigor el 25 de septiembre de 2014, se ha modificado profundamente el ordenamiento marítimo.

			Basta repasar la relación de leyes derogadas expresamente en la Disposición Derogatoria de la Ley para comprender inmediatamente la importancia de la reforma.

			Desde el Libro III del Código de Comercio de 1885, pasando por los preceptos de la LEC sobre cuestiones marítimas, la Ley de Hipoteca Naval de 1893, la Ley de Transportes Marítimos de 1949, la Ley de Auxilios, Salvamentos, Remolques, Hallazgos y Extracciones Marítimas de 1962, y los numerosos preceptos, bien derogados, bien reformulados, del Texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y Marina Mercante de 2011, por citar las más significativas, dan idea de la dimensión de la nueva ley.

			Ello ha supuesto una revisión y actualización de la edición anterior de este Compendio de Derecho Marítimo que, a decir verdad, sólo conserva el título.

			Han sido necesarios ciento veinte años para derogar la ley principal mercantil marítima contenida en el citado Código de Comercio de 1885, que, como es sabido, reproducía buena parte de la disciplina del anterior y primer Código de 1829. Y se han necesitado trece años, transitados en las tres últimas legislaturas, para que el primer proyecto de ley general de la navegación marítima se convirtiera, casi sin modificaciones, en la actual Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima.

			Ello ha supuesto, entre otras efemérides, el estreno como maritimista del Rey Felipe VI, al firmar la ley en su condición, recientemente estrenada, de Jefe del Estado.

			También hay que destacar que la ley se ha beneficiado de los trabajos y borradores, preparados en la década de los ochenta del pasado siglo, por la Asociación Española de Derecho Marítimo, que sirvieron de base a la Comisión especial y ad hoc, de ocho expertos, nombrados en el seno de la Sección de Derecho Mercantil de la Comisión General de Codificación. El Anteproyecto fue sometido a información pública el 21 de febrero de 2005. Tras los informes y dictámenes de los organismos públicos y privados afectados, finalmente, el Consejo de Ministros de 13 de noviembre de 2006 lo convirtió en el Proyecto de Ley General de la Navegación Marítima, remitiéndolo a las Cortes Generales para su tramitación parlamentaria. Lamentablemente ninguna de las dos legislaturas, las VIII y IX, culminaron la tramitación aprobando la ley. Ha sido la X Legislatura en la que finalmente se ha aprobado la citada Ley de la Navegación Marítima, con el consenso de todos los grupos parlamentarios, menos IU, lo que da idea de la amplia aceptación.

			2. OTRAS NOVEDADES LEGISLATIVAS DE MENOR IMPORTANCIA

			a) Las cuestiones actualizadas afectan a ciertos órganos de la Administración marítima. Concretamente se han modificado la estructura y funciones del Instituto Social de la Marina (Real Decreto 450/2012, de 5 de marzo) y se ha creado la Comisión Interministerial de Estrategias Marinas (Real Decreto 715/2012, de 20 de abril).

			b) El capítulo de la contaminación marítima está marcado por la incorporación de nuevas normas internacionales. Es forzoso mencionar dos enmiendas de 2010 y 2011, pero incorporadas en diciembre del año 2012. Concretamente, las enmiendas de 2010 al Anexo del Protocolo de 1997 que reforma el Convenio Internacional para prevenir la contaminación por los buques, de 1973, y referido al Modelo revisado del Suplemento del Certificado IAPP. Las enmiendas de 2011 al Anexo del Protocolo de 1997 que reforma el Convenio Internacional para prevenir la contaminación por los buques de 1973, ya modificado por el Protocolo de 1978 (apéndice VII del Anexo VI del Convenio MARPOL) adoptadas en Londres el 15 de julio de 2011. Y las enmiendas de 2011 al Anexo del Protocolo de 1978 relativo al Convenio Internacional para prevenir la contaminación por los buques, de 1973, adoptadas en Londres el 15 de julio de 2011.

			Por otra parte, se ha aprobado el Real Decreto 1.695/2012, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Sistema Nacional de Respuesta ante la contaminación marina.

			c) En lo referente al transporte marítimo se han aprobado dos decretos de interés.

			Por un lado, el Real Decreto 1.334/2012, de 21 de septiembre, sobre las formalidades informativas exigibles a los buques mercantes que lleguen a los puertos españoles o que salgan de éstos. Disposición de gran importancia, pues supone la consagración definitiva del principio del Estado del puerto sobre el tradicional Estado del pabellón. Lo que representa una mayor garantía en materia de seguridad, pues son mayores y más eficaces los controles por el Estado del puerto, ya que es donde se encuentra el buque y se pueden adoptar medidas coercitivas, más eficaces que cuando se deja en manos exclusivas del Estado del pabellón.

			Por otro lado, el Real Decreto 201/2012, de 23 de enero, que modifica el anterior Real Decreto 210/2004, de 6 de febrero, por el que se establece el sistema de seguimiento y de información sobre el tráfico marítimo.

			d) En relación al salvamento marítimo hay que citar las enmiendas de 2011 al Código Internacional de dispositivos de salvamento (código IDS) adoptadas en Londres el 20 de mayo de 2011.

			e) La normativa sobre seguridad marítima se ha visto reforzada por la adopción del Acuerdo sobre la promoción, suministro y utilización de Galileo y los sistemas GPS de navegación por satélite y las aplicaciones conexas, hecho en Dromoland Castle el 26 de junio de 2004 y publicado en el BOE n.º 29, de 3 de febrero de 2012. Varias enmiendas, aprobadas en los años de 2010, 2011 y 2012, al Protocolo de 1988 relativo al Convenio Sevimar, las enmiendas aprobadas en 2010 al Convenio Internacional sobre la seguridad de los contenedores (CSC) 1972.

			f) Para la gente de mar tiene transcendencia la publicación en el BOE, y consiguiente incorporación al ordenamiento interno, del Instrumento de Ratificación del Convenio sobre el trabajo marítimo, hecho en Ginebra el 23 de febrero de 2006. Ciertamente la legislación laboral marítima española protege a los trabajadores sometidos a nuestro ordenamiento con unos derechos superiores incluso a los previstos en el Convenio de la OIT, pero la importancia de este convenio debe ser destacada pues constituye el instrumento internacional más moderno en materia laboral marítima.

			g) Respecto a la navegación deportiva, la Dirección General de la Marina Mercante ha publicado la Resolución de 5 de junio de 2012, sobre la acreditación de la aptitud psicofísica para el manejo de embarcaciones de recreo, que modifica la disposición anterior.

			3. RESEÑA DE JURISPRUDENCIA

			Junto a la disciplina legal también se ha actualizado la jurisprudencia, citándose la producida en los apartados siguientes:

			a) Puertos. La STS de 15 de diciembre de 2011 precisa la distinción entre la competencia portuaria de las Comunidades Autónomas y la titularidad del dominio público portuario, que según el artículo 132.2 CE es siempre estatal.

			b) Transporte de mercancías. La STS de 26 de mayo de 2011 señala que el plazo para el ejercicio de la acción de responsabilidad del cargador frente al transitario es la de un porteador de las mercancías. Considerando que la transitaria incumplió la obligación de sujetar firmemente la carga dentro de los contenedores, y ésta fue la principal causa del daño y tuvo lugar antes del inicio del transporte marítimo propiamente dicho, esto es, antes de ser cargadas las mercancías a bordo del buque, por tanto, la acción ejercitada es la del artículo 1.964 del Código Civil y no la de los artículos 3.º, apartado 6, del Convenio de 1924 y 22 de la Ley de 22 de diciembre de 1949.

			c) Créditos privilegiados marítimos. La STS de 9 de febrero de 2011 afirma la naturaleza de crédito marítimo privilegiado del derivado del suministro de provisiones al buque. Se trata de la letra k), «suministro de productos o de material hechos a un buque para su explotación o su conservación, cualquiera que sea el lugar de los mismos», del artículo 1.º, apartado 1, del Convenio internacional para la unificación de ciertas reglas sobre embargo preventivo de buques, hecho en Bruselas el 10 de mayo de 1952.

			d) Salvamento marítimo. La STS de 18 de octubre de 2011 vuelve, una vez más, sobre el reiterado tema de la diferencia entre el salvamento, que exige superar con éxito la situación de grave peligro cuando el auxiliado no puede hacerlo con sus propios medios, y el remolque marítimo donde no existe grave riesgo.

			e) Abordaje. La STS de 23 de mayo de 2011 reitera la doctrina de la imputabilidad común de los buques colisionados y los efectos de la sentencia civil sobre el abordaje en punto a la aplicación de la limitación de la responsabilidad.

			f) Seguro marítimo. La STS de 12 de abril de 2011 declara, en base a las condiciones particulares de la póliza, la incompatibilidad entre la indemnización por pérdida total y la obtención de una subvención pública para la reconstrucción del buque siniestrado tras el hundimiento. Por otra parte, el TS aplica los artículos 3.º y 10 de la Ley de Contrato de Seguro y los artículos 1.281, 1.284, 1.285 y 1.288 del Código Civil, por lo que no somete el seguro de una embarcación de pesca a las normas del Código de Comercio.

			Por otra parte, la STS de 16 de diciembre de 2011 resuelve a favor de la competencia del juzgado de lo mercantil la reclamación del asegurado de una embarcación de recreo [arts. 86 ter, apartado 2, letra c), y 238 de la Ley 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial].

			g) Gente de mar. La STS de 26 de septiembre de 2011 aborda la cuestión del cálculo de la pensión de jubilación según el régimen especial del mar, en contraste con el régimen general de la seguridad social. Asimismo plantea, y resuelve en contra, la eventual responsabilidad de la Autoridad Portuaria para cubrir las diferencias.

			Prof. IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ

			Barcelona, 24 de septiembre de 2014, festividad de la Mercè

		

	
		
			
			
PRÓLOGO A LA CUARTA EDICIÓN

			Han transcurrido exactamente tres años desde que firmara el prólogo a la edición anterior. Y, lamentablemente, en este espacio de tiempo, no se ha culminado la deseada reforma del grueso de la legislación marítima. La IX Legislatura consumió íntegramente los cuatro años y la convocatoria de elecciones generales hizo caer el Proyecto de Ley General de la Navegación Marítima, repitiendo el mismo escenario de la anterior legislatura. Confiamos que a la tercera vaya la vencida, y la presente X Legislatura pueda culminar, por fin, la tan esperada reforma.

			Pero ello no ha sido óbice para que, como es obligado, se hayan incorporado en esta cuarta edición las novedades legislativas y jurisprudenciales sobre las cuestiones abordadas en esta recopilación.

			Los temas afectados han sido, entre otros, el cambio de denominación y estructura de algunos ministerios que tienen competencias con el mar y la pesca, buena parte del régimen portuario merced a las reformas de las leyes de puertos y de régimen económico, ahora recogidas en el Texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y Marina Mercante, la novedad legislativa sobre el seguro de los propietarios de buques por reclamaciones de derecho marítimo, la nueva versión de los Incoterms 2010 que modifica el capítulo de las ventas marítimas, la ampliación de la relación de los convenios ratificados por España sobre contaminación marítima y algunos aspectos de la navegación deportiva.

			Prof. IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ

			Barcelona, 28 de febrero de 2012

		

	
		
			
			
PRÓLOGO A LA TERCERA EDICIÓN

			Es una satisfacción prologar una nueva edición. Significa que la obra ha sido bien recibida por el mercado. Y el mercado es uno de los índices más objetivos de aceptación.

			La tercera edición recoge las novedades habidas en los últimos cuatro años, exactamente desde el 28 de febrero de 2005 hasta el 28 de febrero de 2009, fechas que han cerrado los Prólogos de ambas ediciones.

			Ciertamente no han sido muchos ni significativos los cambios legislativos, ni tampoco se han registrado alteraciones en la doctrina legal del Tribunal Supremo, desde luego la doctrina científica no ha elaborado nuevas tesis deslumbrantes. Con todo y para facilitar la tarea del lector voy a señalar alguna de las actualizaciones más destacadas de la presente edición.

			En el frente legislativo España ha denunciado y ratificado una serie de Convenios internacionales en las materias siguientes: constitución de un fondo de limitación de responsabilidad por la contaminación derivada de hidrocarburos, privilegios marítimos e hipoteca naval, embargo preventivo de buques, salvamento marítimo y limitación de la responsabilidad por créditos marítimos.

			En el plano jurisprudencial destaca la consolidación de la jurisprudencia que equipara la responsabilidad del porteador a la de su consignatario por daños y pérdidas a las mercancías durante el transporte marítimo. Entre otras las SSTS de 20 de diciembre de 2006 y de 27 de noviembre de 2007.

			Por lo que hace a la deseada reforma del grueso de la legislación reseñar que el Anteproyecto de Ley General de la Navegación Marítima llegó a convertirse en proyecto, pero el término de la VIII Legislatura llegó antes de su aprobación. Ahora, con el nuevo Gobierno continuista del anterior, se ha retomado aquel proyecto y con ligeras modificaciones se ha vuelto a enviar a la Cámara, habiéndose publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales el 19 de diciembre de 2008 (IX Legislatura).

			Esperamos y deseamos que la próxima edición sea un libro de nueva planta, porque en breve se habrá aprobado la deseada Ley General de la Navegación Marítima.

			Prof. IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ

			Catedrático y Presidente de la AEDM

			Barcelona, 28 de febrero de 2009

		

	
		
			
			
PRÓLOGO A LA SEGUNDA EDICIÓN

			Preparar una edición nueva me produce un sentimiento contradictorio.

			Por un lado, satisfacción, al comprobar que la edición anterior se ha agotado y, sobre todo, que el mercado sigue interesado en la publicación. La verdadera recompensa del autor es saberse leído y, para el caso del autor universitario, presumir, además, de que su obra ha podido ser analizada, comprendida y memorizada. Tener la certeza de que centenares o miles de estudiantes han utilizado mi trabajo para aprender, o al menos para introducirse en la disciplina, es con creces lo mejor que le puede suceder a un profesor universitario. Puedo afirmar que compensa todos los desvelos, incluso los más ingratos derivados de la ligereza con que se fotocopian, mutilan, trocean y escamotean los manuales universitarios. La crítica no va dirigida sólo a los estudiantes mediocres, que sustituyen el libro por unos apuntes, privándose de construir su propia biblioteca, sino principalmente a esos llamados «profesores», dejémoslo en «docentes», que se limitan a recitar un manual ajeno, sin citar siquiera el nombre del autor. Pero saber que el mercado te espera genera una energía, positiva y creadora, digna de la mejor causa.

			Por otro lado, la puesta al día o actualización de un libro universitario es una tarea poco creativa, de menor consideración. La ciencia jurídica no progresa tan rápidamente como para abordar anual o bienalmente planteamientos nuevos, que hagan igualmente atractiva la labor del investigador. Hay una excepción, sin embargo, cuando el legislador, reformando la ley, condena metros enteros de biblioteca. La exposición del Derecho vigente es la tarea primordial e inexcusable de toda actualización.

			Valga lo dicho para situar al lector ante el alcance de esta segunda edición, que no es sino un compás de espera de la necesaria reforma de la legislación marítima.

			Precisamente, el pasado 21 de febrero de 2005, el Ministro de Justicia presentaba públicamente el «Borrador del Anteproyecto de Ley General de la Navegación Marítima», firmado en julio de 2002, y elaborado por una Ponencia especial, en el seno de la Sección de Derecho Mercantil de la Comisión General de Codificación. No parece cierto, pero ha habido que esperar ciento veinte años para que, por fin, vea la luz pública un borrador de anteproyecto de reforma completa de la legislación marítima, como se sabe, todavía anclada en el Libro III del Código de Comercio de 1885. El texto se somete a información pública y todos vamos a trabajar para mejorar el texto, pues jueces y abogados, navieros y cargadores, fletantes y fletadores, asegurados y aseguradores tienen mucho que decir desde sus legítimos intereses.

			La nueva edición, sin renunciar a su carácter sintético, ha recogido las novedades legislativas, jurisprudenciales y doctrinales que permiten ofrecer un texto completo y actual del Derecho marítimo español.

			Prof. IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ

			Barcelona, 28 de febrero de 2005

		

	
		
			
			
PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN

			Este Compendio de Derecho Marítimo, tiene su origen en el Curso de Derecho Marítimo (J. M. Bosch Editor y Alferal S.L., Barcelona, 2001, 952 pp.) y está dirigido a los estudiantes universitarios de nuestra disciplina. Trata de ofrecer una síntesis de los fundamentos del Derecho marítimo, entendido como el conjunto de las relaciones jurídicas que nacen o se desarrollan con el mar. Esta concepción amplia que nosotros defendemos incluye, por tanto, todos los aspectos jurídicos públicos y privados, nacionales e internacionales, referidos al mar y lo marítimo. Desde esa perspectiva, fácilmente se comprenderá el esfuerzo de síntesis, que no pretende sustituir obras más completas ni caer en el cómodo expediente del simplismo. La finalidad principal ha sido la claridad, inseparable de la sencillez, que es sinónimo de modestia y equilibrio. Hoy día no hay tiempo ni para enseñar, y fácilmente se olvida que la formación requiere tiempo, pues significa maduración y sólo se consigue cuando el tiempo transcurre pausadamente. Por otra parte, el precio de la fotocopia ha hecho estragos en el mercado editorial y la protección de autores y editores universitarios es a todas luces insuficiente. El libro no puede competir con la fotocopiadora y el incumplimiento de la Ley de Propiedad Intelectual es moneda de uso corriente en el mundo universitario. La situación deviene insostenible en materias especiales, como es el caso del Derecho marítimo. Todo ello aconseja una edición abreviada, compendiada, si quiere sobrevivir en el mercado. Satisfacer las necesidades del editor y los mínimos exigidos por la formación universitaria han sido las claves de este Compendio de Derecho Marítimo, que se presenta a la benevolencia del lector con vocación de actualización permanente.

			Prof. IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ

			Barcelona, 30 de septiembre de 2002
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			CAPÍTULO 1

			
CONCEPTO Y FUENTES

			SUMARIO: I. Concepto y grados de autonomía.—II. Fuentes del Derecho marítimo.—III. Especial referencia a la LNM.—IV. Unificación internacional y organismos internacionales.

			
I. CONCEPTO Y GRADOS DE AUTONOMÍA

			El concepto de una disciplina jurídica debe responder a dos cuestiones esenciales: el criterio que delimita la materia y la naturaleza de sus normas. Ambos aspectos están indisolublemente unidos, de tal suerte que acotar el objeto del conocimiento, delimitando un sector de la realidad social, permite afirmar si se justifica un régimen jurídico especial. Los derechos especiales son un conjunto de normas que se aplican a un sector de la realidad social, necesitado de un tratamiento jurídico diferenciado. Todo ello plantea el eterno debate entre especialidad y unidad del ordenamiento.

			El Derecho marítimo es el conjunto de relaciones jurídicas que nacen o se desarrollan con el mar. Por consiguiente, el mar y lo marítimo constituyen los criterios delimitadores de la materia. Esa definición significa reconocer la autonomía de la disciplina, primero en el plano científico y después en los niveles legislativo, judicial y académico o universitario. Y, por otra parte, el Derecho marítimo se concibe como un derecho general que incluye tanto aspectos de Derecho privado como público, nacional e internacional. Esa idea supone una concepción más amplia que la contemplada en los textos positivos ya superados como el derogado libro III del Código de Comercio y en los planes de estudios de nuestras Facultades de Derecho que trocean el Derecho marítimo entre Derecho mercantil (las relaciones marítimas privadas) y el Derecho internacional público (las relaciones públicas e internacionales encuadradas bajo el denominado Derecho del mar). Y también supera el concepto más amplio de navegación marítima, introducido en la Ley de Navegación Marítima de 2014, que regula las situaciones y relaciones jurídicas nacidas con ocasión de la navegación marítima (art. 1).

			La autonomía científica significa que el Derecho marítimo constituye una disciplina científica, entendida como un conjunto de saberes, articulados en un sistema y con unos principios propios. A partir de ahí, la autonomía científica reivindica tres grados de autonomía:

			a) Legislativa, es decir, conjunto de normas propias, no sometidas a otra rama del ordenamiento (mercantil, administrativo, internacional, laboral, etc.) y sin perjuicio de la unidad del ordenamiento jurídico.

			b) Judicial, es decir, el enjuiciamiento de las causas marítimas debe reservarse a juzgados y tribunales especializados en Derecho marítimo. La especialización judicial no es incompatible con el reconocimiento de la jurisdicción ordinaria; es más, la presupone, pues no se trata de crear una jurisdicción especial, sino de articular, en aquellos partidos judiciales con presencia marítima, un sistema de reparto que permita entender de los asuntos marítimos a los juzgados especializados en Derecho marítimo.

			c) Académica o universitaria equivale a reconocer el Derecho marítimo como asignatura propia en los planes de estudio y, consiguientemente, dotar cátedras e institutos universitarios para la investigación y enseñanza de nuestra disciplina.

			
II. FUENTES DEL DERECHO MARÍTIMO

			a) La CE dedica escasos preceptos al mar y a la navegación marítima. El artículo 130.1 proclama la atención especial que merece la pesca. El artículo 130.2 enumera los bienes de dominio público marítimo estatal. Y los artículos 148.1.6.11.ª y 149.1.2.ª, 6.ª, 19.ª, 20.ª, 21.ª y 23.ª disponen la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

			b) La normativa básica de la legislación ordinaria marítima está en la Ley 14/2014, de Navegación Marítima, de 24 de julio (BOE n.º 180, de 25 de julio), vigente desde el 25 de septiembre (LNM), que deroga el centenario Libro III del Código de Comercio de 1885 y otras leyes importantes sobre la materia.

			Para medir con rapidez la relevancia de una ley es aconsejable repasar la lista de las disposiciones derogadas, pues siendo estas conocidas, se comprende mejor la importancia de la recién aprobada. La LNM confirma la regla y expresamente deroga las siguientes: i) LEC de 1881, artículos 2.131 a 2.161 y 2.168 a 2.174; ii) LECr de 1882, artículo 561.1; iii) C. de C. de 1885: artículos 573 a 869 del Libro III y artículos 19.3, 951 a 954 del mismo C. de C.; iv) Ley de Transporte Marítimo de Mercancías (LTMM) de 1949; v) Ley de Hipoteca Naval (LHN) de 1893; vi) Ley 60/1962, sobre auxilios, salvamentos, remolques, hallazgos y extracciones marítimas, excepto las disposiciones del Título II, que continuarán en vigor en calidad de normas reglamentarias; vii) Disposición Final 26.ª LEC 1/2000; viii) TRLPEMM 2/2011, artículos 261 y 262 y 263.f); ix) LPEMM 27/1992, Disposición Transitoria 10.ª

			Como se verá, es una ley extensa: 10 títulos repartidos en 524 artículos, a lo que se añaden las obligadas disposiciones adicionales (10), transitorias (2), derogatoria (1) y disposiciones finales (10).

			Junto a la extensión, tres notas principales destacan en la Ley. La coordinación con los convenios internacionales y la inclusión de normas de Derecho público y privado, además de ciertas normas sobre jurisdicción y procedimientos. Es una ley general, como así figuraba en el proyecto, que supera la idea de la mercantilidad, característica de la época codificadora. Temas tan relevantes como los principios generales de interpretación, ordenación administrativa y normas de policía, vehículos y sujetos de la navegación, contratos de utilización del buque, abordaje y otros accidentes de la navegación, responsabilidad del naviero, seguro marítimo y avería gruesa, al margen de una pluralidad de cuestiones procesales y expedientes de ejecución dan idea de la extensión y profundidad de la disciplina.

			c) Además de la citada LNM existen una serie de leyes especiales, tales como: el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y Marina Mercante 2/2011, de 5 de septiembre; la Ley sobre Mar Territorial de 4 de enero de 1977 (LMT); la Ley sobre Zona Económica Exclusiva de 20 de febrero de 1978 (LZEE); la Ley de Costas de 28 de julio de 1998 (LC), modificada por la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección y uso sostenible del litoral (BOE n.º 129, de 30 de mayo de 2013), y el artículo 86 ter.2.c) de la LOPJ 6/1985, de 1 de julio, atribuyendo a los juzgados de lo mercantil competencia en el orden jurisdiccional civil de aquellas pretensiones relativas a la aplicación del Derecho marítimo (BOE n.º 184, de 10 de julio de 2003), por citar algunas significativas. Además de las disposiciones con rango de Ley, existen numerosas disposiciones inferiores —decretos, órdenes ministeriales y circulares—, que desarrollan cuestiones concretas referentes a nuestra materia.

			d) Capítulo aparte merece la lista de Convenios internacionales marítimos incorporados al ordenamiento interno y que son muy numerosos pues España se encuentra a la cabeza de los Estados que han ratificado más Convenios marítimos. La simple enumeración resulta excesiva pues supera el centenar y abarca prácticamente todas las materias, tanto de Derecho público como de Derecho privado. Con todo, entre los más conocidos cabe citar: los de salvamento marítimo, de 1910 (sustituido por el Convenio de 1989); abordajes, de 1910; transporte en régimen de conocimiento de embarque, de 1924, y protocolos de 1968 y 1979, sustituidos por el Convenio de 2009, denominado Reglas de Rotterdam, ratificado por España pero aún no ha entrado en vigor; privilegios e hipotecas marítimos de 6 de mayo de 1993; embargo preventivo de buques de 1952, sustituido por el Convenio de 1999; competencia civil y penal por abordajes de 1952; reglamento para prevenir los abordajes de 1972 —enmendado el 29 de noviembre de 2001 mediante Resolución A-910 (22) (BOE n.º 36, de 11 de febrero de 2003)—; conferencias marítimas de 1974 (sin efecto en la UE desde octubre de 2008); transporte de pasajeros, de 1974 y modificado por el protocolo de 2002; limitación de la responsabilidad por créditos marítimos, de 1976 —enmendado por el Protocolo de 2 de mayo de 1996 (BOE n.º 50, de 28 de febrero de 2005)—; responsabilidad civil por contaminación de hidrocarburos, de 1992; daños por contaminación de hidrocarburos para combustible de buques de 2001; protección del patrimonio cultural subacuático de 2001, además de las Convenciones sobre Derecho del mar, de 1982; y seguridad de la vida humana en el mar (Convenio SOLAS, 1974, Enmendado, últimas enmiendas de 2015 adoptadas en Londres el 11 de junio de 2015 mediante Resolución MSC.392-95; BOE n.º 101, de 28 de abril de 2017) y de la OIT sobre normas mínimas en la marina mercante, que ofrecen unos mecanismos particulares de adaptación. Recientemente se ha incorporado el Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006, hecho en Ginebra el 23 de febrero de 2006. En cada apartado del programa se menciona el Convenio que regula la materia estudiada.

			En este apartado tiene especial interés destacar que la LNM se ha dictado, entre otros motivos, para coordinar la legislación interna con la internacional contenida en los convenios. Además, ha introducido la técnica del automatismo según la cual la LNM se remite a los convenios vigentes en cada materia, reservándose el papel de dotar de contenido los espacios que esos tratados internacionales dejan a los Estados.

			e) Pero, además, la naturaleza preferentemente internacional denota la presencia de un elemento extranjero, presentando un problema previo de Derecho aplicable. Entre las normas de conflicto recogidas en los artículos 8.º a 12 CC, importa destacar que la propiedad y demás derechos que se constituyen sobre los buques y aeronaves, quedan sometidos a la ley del lugar de su abanderamiento, matrícula o registro (art. 10.2). En materia de propiedad, hipoteca y demás derechos reales rige la ley del pabellón. Por otro lado, en la mayoría de las Convenciones internacionales también existen normas especiales de atribución.

			Por otra parte, el Derecho marítimo sigue nutriéndose de normas contractuales, elaboradas y aceptadas por la propia comunidad marítima internacional. Así, los formularios tipo sobre compraventa y construcción de buques, compraventas marítimas (Incoterms), fletamentos, conocimientos de embarque, definiciones de tiempos de plancha y estadías, seguro y liquidación de la avería gruesa han arrinconado el Derecho legislado y constituyen una fuente indiscutible, verdaderos usos no sólo interpretativos, sino normativos, habida cuenta de su repetición y grado de aceptación en el comercio marítimo.

			
III. ESPECIAL REFERENCIA A LA LNM

			En el presente capítulo donde se analizan el concepto y las fuentes del Derecho marítimo, es forzoso referirse a la posición que adopta la Ley 14/2014, de Navegación Marítima, norma esencial y primera ley sobre la materia.

			La Ley toma posición clara sobre el concepto al delimitar, por un lado, el objeto y ámbito de aplicación (art. 1), y por otro, la enumeración y jerarquía de las fuentes y su interpretación (art. 2).

			a) En referencia al concepto de la disciplina, siendo el objeto de la Ley la regulación de las situaciones y relaciones jurídicas nacidas con ocasión de la navegación marítima, el legislador toma partido por una concepción más amplia que la tradicional de los códigos, pero más restringida que la más moderna, que nosotros defendemos.

			El Código de comercio apostó por el comercio marítimo, el legislador actual por la navegación marítima y nosotros por el mar y la maritimidad.

			Es cierto, sin embargo, que el criterio vigente es más formal que material, aproximándose estrechamente al doctrinal moderno de mar y maritimidad. Porque al dar contenido a la idea de navegación marítima, alejada de la navegación comercial, lo extiende a las situaciones y relaciones jurídicas y, consecuentemente, regula aspectos de Derecho público y privado inconcebibles desde la posición mercantilista o empresarial del Código de Comercio, y cercanas al mar y la maritimidad. No es menos cierto, sin embargo, que la navegación opera de forma restrictiva sobre el concepto de Derecho marítimo pues le interesa el mar y la maritimidad sólo desde la perspectiva de la navegación. Dicho en otros términos, concibe el mar como una superficie plana, apta para el transporte (rectius, la navegación), pero no como un volumen a explotar. Consecuentemente quedan fuera de la regulación materias como el régimen de los espacios marítimos y la explotación de los recursos, indispensables en una concepción doctrinal moderna.

			b) Una segunda observación hace referencia al ámbito espacial en el que se desarrolla la navegación marítima. La Ley dispone que, además de la que se realiza por las aguas del mar, también se considera navegación marítima la que se lleva a cabo por las aguas de los ríos, canales, lagos, o embalses naturales o artificiales, cuando sean accesibles para los buques desde el mar, pero sólo hasta donde se haga sensible el efecto de las mareas, así como en los tramos navegables de los ríos hasta donde existan puertos de interés general (art. 1.2). La navegación por las aguas interiores, salvo las referidas anteriormente, se rige por la legislación del dominio público hidráulico y por las demás disposiciones que le sean de aplicación.

			c) La tercera consideración pone de manifiesto las consecuencias del concepto en las fuentes aplicables. La ley es congruente con la autonomía de la disciplina y contempla un cuadro de fuentes igualmente autónomo y dotado de su propia jerarquía normativa. «La presente ley se aplicará en tanto no se oponga a lo dispuesto en los tratados internacionales vigentes en España y en las normas de la Unión Europea que regulen la misma materia. De forma supletoria se estará a las leyes y reglamentos complementarios y a los usos y costumbres relativos a la navegación marítima. A falta de todo ello y en cuanto no se pudiere recurrir a la analogía se aplicará el Derecho común» (art. 2).

			Queda claro, por tanto, que la legislación marítima española se rige, en primer lugar, por los convenios internacionales marítimos ratificados por España y, naturalmente también, por las disposiciones de la UE sobre la materia. Los Convenios vigentes son muy numerosos y han sido incorporados en su práctica totalidad a nuestro ordenamiento interno, mediante el sistema de la publicación del instrumento de ratificación en el BOE (art. 1.5 CC). En segundo lugar, la LNM y demás leyes y reglamentos sobre navegación marítima. En tercer lugar se aplicarán los usos y costumbres marítimos. En cuarto lugar, la analogía. El recurso supletorio a la analogía corrobora la autonomía legislativa porque el intérprete debe colmar las lagunas o problemas de interpretación recurriendo a los principios deducidos de la propia legislación marítima, antes de acudir al derecho común, que se menciona como la última fuente en la jerarquía normativa.

			d) Un último aspecto relevante concierne a la norma sobre interpretación. Dispone la remisión a los Convenios internacionales sobre las materias respectivas y la necesidad de promover la unificación.

			«En todo caso, para la interpretación de las normas de esta Ley se atenderá a la regulación contenida en los tratados internacionales vigentes en España y la conveniencia de promover la uniformidad en la regulación de las materias objeto de la misma» (art. 2.2). La preocupación por alinear la legislación positiva al derecho convencional internacional es más que evidente. Lo hace por una vía triple. Declarando los tratados internacionales vigentes en España como la primera fuente normativa. Remitiendo a los Convenios respectivos en cada una de las materias reguladas.

			Concretamente son las siguientes: el régimen general de la navegación en los espacios marítimos españoles, derecho de paso inocente y derecho de persecución y visita, al Convenio de Montego Bay de 1982 (arts. 20, 37 y 48). Los privilegios marítimos, al Convenio de Ginebra de 1993 (art. 122). La responsabilidad del porteador por pérdida, daños o retraso a las mercancías transportadas en régimen de conocimiento de embarque, al Convenio de Bruselas de 1924 y las Reglas de La Haya Visby 1968/1979 (art. 277.2). La responsabilidad en el contrato de pasaje, al Convenio de Atenas de 1974 (art. 298.1). Los abordajes, al Convenio de abordajes firmado en Bruselas en 1910 (art. 339). La avería gruesa, a las normas uniformes de las Reglas de York y Amberes, aunque técnicamente no es un Convenio (art. 356). El salvamento marítimo, al Convenio de salvamento de 1989 (art. 357). La limitación de la responsabilidad, al Protocolo de 1996 que enmienda el Convenio de limitación de responsabilidad por reclamaciones en derecho marítimo, hecho en Londres el 19 de noviembre de 1976, con las reservas hechas por España en el Instrumento de Adhesión (art. 392). El embargo preventivo de buques, al Convenio de embargo, hecho en Ginebra en 1999 (art. 470).

			La llamada al criterio de uniformidad está expresamente declarada en la ley: «En todo caso, para la interpretación de las normas de esta Ley se atenderá a la regulación contenida en los tratados internacionales vigentes en España y la conveniencia de promover la uniformidad en la regulación de las materias objeto de la misma» (art. 2.2). Se trata más bien de un desiderátum que de una norma de aplicación efectiva, pues la ausencia de un tribunal supremo y único en el plano internacional impide conocer el criterio uniforme, porque la última palabra del significado del Convenio depende del Tribunal Supremo de cada uno de los Estados en donde se ventila la controversia. Y, naturalmente, no tiene porqué ser coincidente.

			
IV. UNIFICACIÓN INTERNACIONAL Y ORGANISMOS INTERNACIONALES

			Ya hemos dicho que una de las características del Derecho marítimo es su vocación internacional. Problemas comunes necesitan soluciones uniformes. Y la soberanía legislativa de los Estados debe dar paso a la regulación supranacional. Aunque se ha manifestado con más oscilaciones en el campo marítimo, en la navegación aérea ha sido una constante desde sus orígenes más recientes. En uno y otro caso varios han sido los protagonistas de la unificación. Unas veces los Estados, mediante la aprobación de Convenios internacionales, otras los Organismos internacionales, en ocasiones creados ad hoc para impulsar la propia unificación, y, en fin, no faltan los propios particulares, asociaciones privadas de navieros, fletadores, cargadores y aseguradores, que redactan formularios tipo de aceptación universal. En esa labor unificadora hay que destacar especialmente las entidades privadas internacionales que, como el Comité Marítimo Internacional, la Cámara de Comercio Internacional o el mismo Unidroit, tantos esfuerzos han desplegado en la redacción y difusión de documentos, informes y reglas sobre cuestiones concretas de Derecho marítimo que han alcanzado aceptación en la comunidad internacional.

			Ese conjunto normativo, de procedencia u origen distinto, busca un doble objetivo:

			a) Por un lado, encontrar los elementos comunes a toda relación superando las peculiaridades de cada ordenamiento, aunque objetivo tan ambicioso suele ser limitado para asegurar el cumplimiento. Eso explica que los instrumentos internacionales regulen aspectos concretos de ciertas instituciones, unificando lo que se puede, pero sin agotar la materia en su totalidad. Por ejemplo, la disciplina internacional sobre la responsabilidad en el transporte marítimo, no incluye los aspectos documentales, aunque también interesan al régimen del contrato.

			b) En segundo término, ofrecer una solución al fondo del asunto, pero sólo para aquellas situaciones internacionales o dotadas de un elemento extranjero. Modernamente, sin embargo, la tendencia va más allá de la unificación internacional y pretende la uniformidad universal, adoptando leyes nacionales e internacionales uniformes.

			La lista de los organismos internacionales que han contribuido a la unificación es tan prolífica que su enumeración resulta excesiva, por lo que nos limitamos a mencionar, a título de ejemplo, entre los intergubernamentales, la Organización Marítima Internacional (OMI), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo (UNCTAD), la Organización Internacional de Telecomunicaciones Marítimas Vía Satélite (INMARSAT); y, entre los privados, el Comité Marítimo Internacional (CMI), la Conferencia Marítima Internacional y del Báltico (BIMCO), la Cámara Internacional de Navegación, la Asociación de Propietarios Independientes de Buques Tanque (INTERTANKO), la Asociación Internacional de Armadores Independientes de Buques de Carga Seca (INTERCARGO), la Asociación Internacional de Liquidadores de Averías (AILA), el Consejo General Británico de Navegación o, en fin, la Asociación de Agentes y Corredores Marítimos (ASBA).

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			
ESTATUTO JURÍDICO DEL MAR Y DE LOS FONDOS MARINOS

			SUMARIO: I. Introducción. 1. Derecho marítimo y Derecho del mar. 2. La evolución histórica del Derecho del mar. 3. El Convenio de las Naciones Unidas sobre Derecho del mar de 1982. A) Alcance y significado. B) Instituciones codificadas.—II. Los espacios marítimos. 4. Consideraciones generales en el Convenio y en la Ley. 5. Las aguas interiores. A) Definición. Las aguas continentales interiores. B) Régimen jurídico. C) Régimen especial de acceso y estancia de los buques extranjeros en los puertos. D) Las bahías. 6. El mar territorial. A) Concepto. B) Delimitación. C) Régimen jurídico. Soberanía y derecho de paso inocente. 7. La zona contigua. 8. La zona económica exclusiva. 9. La plataforma continental. 10. La alta mar. A) La libertad de navegación en alta mar. B) La navegación en la zona de los fondos marinos.—III. Espacios marítimos especiales. 11. Precisiones terminológicas. 12. Estrechos y canales internacionales. A) Estrechos internacionales. B) Canales internacionales. 13. Islas. 14. Mares cerrados o semicerrados. 15. Estados archipelágicos. 16. La situación de los Estados sin litoral.—IV. Recursos y fondos marinos. 17. Introducción. Los nuevos hechos. 18. La zona internacional de los fondos marinos. A) Definición. B) Régimen jurídico. 19. Protección y preservación del medio marino. 20. Los recursos vivos: el Derecho internacional de pesquerías. 21. Sigue: régimen especial de la navegación de buques pesqueros. 22. La investigación científica y la tecnología marina. 23. Sigue: la navegación de los buques de investigación en la LNM. 24. Los objetos arqueológicos e históricos hallados en el mar.—V. Solución de controversias. 25. Consideración general. 26. El Tribunal Internacional del Derecho del Mar. 27. La Comisión de Límites de la Plataforma Continental.

			
I. INTRODUCCIÓN

			
1. DERECHO MARÍTIMO Y DERECHO DEL MAR


			Nuestra concepción del Derecho marítimo, como el conjunto de las relaciones jurídicas que nacen o se desarrollan en el mar, incluye tanto el llamado Derecho del mar como el denominado Derecho mercantil marítimo. Tradicionalmente, la expresión «Derecho del mar» es la parte del Derecho internacional público que hace referencia a las normas supranacionales sobre el mar y los fondos marinos, y el Derecho marítimo la parte del Derecho mercantil que regula las actividades comerciales, privadas y marítimas. Sin embargo, frente a esa visión fragmentaria, nosotros postulamos un Derecho marítimo, general e interdisciplinar, que abarca todo lo referido al mar y a lo marítimo, al margen de la naturaleza, internacional o nacional, pública o privada de las normas.

			Es justo reconocer que la nueva LNM se ha aproximado a esa concepción porque la regulación incluye aspectos públicos y privados, si bien el criterio legal de navegación marítima es más restrictivo que el propuesto del mar y la maritimidad.

			
2. LA EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO DEL MAR


			El ordenamiento vigente, representado por el Convenio de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar, aprobado en Montego Bay el 10 de diciembre de 1982 (BOE n.º 39, de 14 de febrero de 1997), es el resultado de una larga evolución histórica, que se caracteriza por tres elementos esenciales: a) la tensión entre el principio de libertad del mar y el deseo de apropiación marítima de los Estados; b) la consideración del mar no sólo como una superficie plana, sino como un volumen a explotar; y c) el mar al servicio del desarrollo. El primero pone de manifiesto la paulatina territorialidad estatal del mar; el segundo, que los intereses sobre el mar se desplazan de la navegación a la explotación de los recursos marinos, y el tercero, que las riquezas marinas deben ser un factor que contribuya al progreso de los países en desarrollo.

			A grandes rasgos puede decirse, prescindiendo de los textos romanos, que la conciencia sobre un régimen jurídico del mar nace con ocasión de los grandes descubrimientos geográficos (siglo XVI) y el subsiguiente desarrollo del comercio marítimo. Históricamente podemos distinguir tres etapas.

			a) La primera, situada en los siglos XVI y XVII, enfrenta dos concepciones antagónicas: el mar como un espacio de libertad que permite la navegación y el comercio (res communis) y determinadas zonas del mar patrimonio exclusivo del Estado que permiten garantizar la explotación de los intereses económicos (mare clausum). El incipiente Derecho internacional de la época sancionará un equilibrio que reconoce, por un lado, al Estado ribereño derechos patrimoniales sobre el mar territorial y, por otro, a todos los Estados la libertad en alta mar.

			b) La segunda, centrada en los siglos XVIII y XIX y primera década del siglo XX, acentúa esa dualidad. El Derecho internacional del mar se preocupó más de los aspectos bélicos y su repercusión en el comercio marítimo, culminando en las Conferencias de Paz de La Haya, en 1899 y 1907. En esa época se consolida la noción de mar territorial como el espacio marítimo dominable o efectivo y se fija la extensión en tres millas (las tres millas náuticas hasta donde alcanzaba un tiro de cañón), pero se cuestionan los abusos de la libertad en alta mar (piratería, comercio de esclavos) al tiempo que se reivindican nuevos espacios adyacentes al mar territorial.

			c) Así llegamos a la tercera fase, que comprende el siglo XX y se caracteriza por la celebración de las tres Conferencias sobre Derecho del Mar. Lo más destacable es la apertura y consolidación de un proceso de codificación donde se definen, al término del proceso, prácticamente todas las cuestiones referidas al mar y sus recursos. Prescindiendo de los intentos fallidos de la Sociedad de Naciones (la Conferencia de 1930 para fijar la anchura del mar territorial y el reconocimiento de la zona contigua), a partir de 1945 y bajo los auspicios de la ONU se celebran tres conferencias internacionales que tienen como objetivo la codificación del Derecho del Mar. i) La I Conferencia sobre Derecho del Mar, celebrada en Ginebra en 1958, aprueba cuatro convenciones: el Convenio sobre el mar territorial y la zona contigua, el Convenio sobre la plataforma continental, el Convenio sobre alta mar y el Convenio sobre pesca y conservación de los recursos vivos en alta mar, firmados el 29 de abril de 1958. España se adhirió a todos el 25 de febrero de 1971 (BOE n.os 307 a 309, de 24, 25 y 27 de diciembre de 1971). Aunque quedan cuestiones pendientes, los resultados son alentadores pues, además de codificar el Derecho anterior sobre mar territorial, zona contigua y alta mar, se consolida una costumbre incipiente referida a la plataforma continental y se abordan cuestiones nuevas, como la pesca y conservación de los recursos vivos. ii) La II Conferencia de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar se celebra en Ginebra en 1960 y fracasa en su intento de alcanzar un acuerdo, por un lado, sobre la extensión del mar territorial a doce millas, distinguiendo seis millas de competencia exclusiva y otras seis millas compartidas entre el Estado ribereño y los derechos tradicionales de pesca de otros Estados, y, por otro lado, sobre el establecimiento de zonas exclusivas de pesca. iii) La política internacional de la guerra fría, la culminación del proceso de descolonización, los nuevos descubrimientos técnicos posibilitando la explotación del mar a grandes profundidades y la mayor conciencia internacional en defensa del medio marino, lucha contra la contaminación, investigación oceanográfica y el derecho de los Estados sin litoral, fueron las causas más relevantes de la convocatoria, el 17 de diciembre de 1970, de la III Conferencia de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar, que dio como resultado la adopción del vigente Convenio sobre Derecho del Mar, aprobado en Montego Bay (Jamaica), el 10 de diciembre de 1982.

			
3. EL CONVENIO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE DERECHO DEL MAR DE 1982

			A) Alcance y significado


			La importancia del Convenio es de tal magnitud que puede considerarse como el instrumento jurídico internacional más relevante de la historia de la humanidad, tras la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Varias son las razones que avalan esa afirmación.

			En primer lugar, significa la culminación de un proceso secular que, como vimos, arranca en el siglo XVI, pero sólo ahora, con la III Conferencia, codifica íntegramente el Derecho del mar. Se trata, en efecto, de una regulación completa, que abarca prácticamente la totalidad del temario que afecta al mar y sus recursos. Consta de diecisiete partes, repartidas en 320 artículos, más nueve anexos. Su estructura es la siguiente: «Introducción. Términos empleados y alcance» (art. 1.º); «El mar territorial y la zona contigua» (arts. 2.º a 33); «Estrechos utilizados para la navegación internacional» (arts. 34 a 45). «Estados archipelágicos» (arts. 46 a 54); «Zona económica exclusiva» (arts. 55 a 75); «Plataforma continental» (arts. 76 a 85); «Alta mar» (arts. 86 a 120); «Régimen de las islas» (art. 121); «Mares cerrados y semicerrados» (arts. 122 y 123); «Derecho de acceso al mar y desde el mar de los Estados sin litoral y libertad de tránsito» (arts. 124 a 132); La Zona (arts. 133 a 191); «Protección y preservación del medio marino» (arts. 192 a 238); «Investigación científica marina» (arts. 238 a 265); «Desarrollo y transmisión de tecnología marina» (arts. 266 a 278); «Solución de controversias» (arts. 279 a 299); «Disposiciones generales» (arts. 300 a 304); «Disposiciones finales» (arts. 305 a 320). Además, existen nueve anexos sobre «Especies altamente migratorias», «Comisión de límites de la Plataforma continental», «Disposiciones básicas relativas a la prospección, la exploración y la explotación de los minerales», «Estatuto de la empresa», «Conciliación, Estatuto del Tribunal Internacional del Derecho del Mar», «Arbitraje», «Arbitraje especial» y «Participación de organizaciones internacionales». A mayor abundamiento, el propio Convenio prevé el desarrollo posterior de algunas materias, y así ha sucedido, por ejemplo, con el Acuerdo de 4 de agosto de 1995 sobre conservación de las poblaciones de peces transzonales y altamente migratorios.

			En segundo término, el Convenio ha sido ratificado por la inmensa mayoría de los Estados, por lo que puede hablarse de un derecho de aceptación universal. Incluso los pocos países pendientes de ratificación no pueden hacer actos contrarios al Convenio pues lo codificado forma parte del Derecho internacional. Para facilitar la entrada en vigor, y por presiones de los intereses de los países económicamente más desarrollados, se aprobó en Nueva York el «Acuerdo de 28 de julio de 1994 relativo a la aplicación de la Parte XI de la Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del mar de 1982», que deroga determinados artículos del texto original sobre los aspectos más polémicos de la Zona y la utilización de los recursos. España ha ratificado y publicado dicho Acuerdo en el BOE n.º 38, de 13 de febrero de 1997.

			En tercer lugar, el Convenio es transcendental porque contiene una serie de principios y de técnicas jurídicas que lo hacen modélico en el desarrollo del Derecho marítimo convencional internacional. Se trata, en efecto, de un instrumento de verdadera unificación supranacional. Concretamente los Estados se obligan a:

			i) Cooperar en el ámbito mundial y regional para formular normas en la mayoría de las materias codificadas (verbigracia, protección ambiental, conservación y explotación de los recursos vivos en alta mar, prevención y lucha contra la contaminación, asistencia técnica a los países en vías de desarrollo, transmisión de tecnología marina o investigación con fines pacíficos).

			ii) Resolver las diferencias por medio de negociación y, en su defecto, someterse a un procedimiento obligatorio de arreglo pacífico de controversias, pudiendo optar por la Corte Internacional de Justicia, el Tribunal Internacional del Derecho del Mar, un tribunal arbitral o un arbitraje especial (arbitraje ad hoc).

			iii) Respetar que las reservas minerales de los fondos marinos y su subsuelo situados fuera de los límites de la jurisdicción nacional (la Zona) son patrimonio común de la humanidad.

			B) Instituciones codificadas


			Aunque el mar territorial se fija en doce millas y la zona contigua en veinticuatro, el Estado ribereño ejerce derechos soberanos para la exploración, explotación, conservación y ordenación de los recursos vivos en la zona económica exclusiva, cuya extensión es de doscientas millas. Se establece, por tanto, una escala móvil decreciente de los poderes del Estado a medida que avanza la distancia desde la costa hacia el mar: es lo que podemos denominar «la extensión de los espacios marinos». Así, dentro de las doce millas, el Estado ejerce jurisdicción plena: es el mar territorial. En las doce millas siguientes, veinticuatro desde las líneas de base del mar territorial, el Estado podrá tomar medidas de fiscalización para prevenir y sancionar infracciones aduaneras, fiscales, de inmigración o sanitarias, cometidas en su territorio o mar territorial. Y hasta las doscientas millas, contadas desde el límite inferior o línea de base del mar territorial, el Estado tiene facultades para todo lo relativo a los recursos pesqueros.

			El lecho y el subsuelo sobre los que descansan las aguas marítimas anteriores constituyen la plataforma continental. La extensión de esas áreas submarinas puede tener una extensión máxima de doscientas o trescientas cincuenta millas náuticas (límite exterior) contadas desde la línea de base del mar territorial (límite interior), y el Estado ribereño ejerce derechos de soberanía para la exploración y explotación de los recursos naturales. El límite exterior varía en función de la profundidad de las aguas, según mediciones establecidas en el propio Convenio.

			El alta mar es un concepto que se construye negativamente o por exclusión. Comprende todas las partes del mar no incluidas en la zona económica exclusiva, en el mar territorial o en las aguas interiores del Estado. El principio tradicional de la libertad de los mares se sustituye por el de libertad condicionada en alta mar; además de las restricciones específicas en materia de pesca e investigación científica hay que tener en cuenta la libertad de los demás: todos tienen derecho a navegar y sobrevolar, y, de acuerdo con ciertas condiciones, a tender cables y tuberías submarinos, construir islas artificiales y pescar. En todo caso, la exploración y explotación de los recursos minerales depositados en la Zona, que son los fondos marinos y su subsuelo fuera de los límites de la jurisdicción nacional, es patrimonio común de la humanidad, por lo que no puede ser objeto de apropiación individual, ni por los particulares ni por el Estado.

			
II. LOS ESPACIOS MARÍTIMOS

			
4. CONSIDERACIONES GENERALES EN EL CONVENIO Y EN LA LEY


			El mar sigue siendo un mundo desconocido. Es sabido que el mar y el mundo marino ocupan las tres cuartas partes de nuestro planeta, que paradójicamente llamamos «Tierra»; incluso el 70 por 100 del propio cuerpo humano está constituido por agua. La masa acuática ocupa 367 millones de kilómetros cuadrados, lo que representa un volumen de 1.300 millones de kilómetros cúbicos, según cálculos oceanográficos aproximados. Si a esa enorme masa se añaden los intereses políticos (de poder y de estrategia), económicos (de navegación, transporte, explotación y pesca) y de conservación (supervivencia del medio y lucha contra la contaminación), fácilmente se advierte la importancia de consensuar una regulación jurídica completa.

			Si de los datos generales pasamos a los concretos de nuestros mares, la importancia de los espacios marítimos españoles adquiere una dimensión relevante. Basta recordar que los 7.880 kilómetros de costa, bañados por dos mares y un océano y los dos grupos archipelágicos constituyen nuestra seña de identidad. En este contexto la nueva LNM abandona la idea de definir y delimitar los espacios, suprimiendo los preceptos que sí los regulaban en los proyectos anteriores (los de 2006 y 2008), por lo demás suficientemente regulados en las leyes específicas, evitando así una reiteración. El enfoque de la LNV es desde la perspectiva de las zonas españolas de interés para la navegación, y es, en efecto, la navegación marítima en los espacios marítimos el criterio de referencia legislativo. En este apartado basta con advertir que la disciplina de la navegación no es la misma en los distintos espacios marítimos, como veremos más adelante.

			El Convenio de 1982 (en adelante, CNUDM) tiene una concepción integral o completa del mar pues se refiere a los espacios marítimos no sólo como una superficie o vía plana de comunicación —los aspectos de la navegación marítima—, sino como un volumen a explotar —los aspectos de exploración, conservación y explotación sostenida de los recursos—. Ambas cuestiones están indisolublemente unidas, pues los recursos —sean minerales, pesqueros y demás vivos— se encuentran en un espacio, y, correlativamente, es necesario utilizar ese espacio o volumen para poder explotar los recursos. Consideración tan elemental explica que el estudio de los espacios marítimos requiera analizar tanto la delimitación como el régimen jurídico. La delimitación significa determinar la extensión, señalando los límites interiores o inferiores y exteriores o superiores, normalmente tomando la tierra como punto de referencia. El régimen jurídico trata sobre la titularidad de los espacios y las condiciones del ejercicio de los derechos, principalmente las restricciones o condiciones al principio de libertad.

			Por otra parte, la naturaleza interdisciplinar de los espacios marítimos justifica que normas supranacionales y nacionales confluyan en su regulación. Concretamente, al lado del citado Convenio de 1982 hay que mencionar: la Ley sobre Mar Territorial, de 4 de enero de 1977; la Ley sobre Zona Económica Exclusiva, de 20 de febrero de 1978, y algunas disposiciones aisladas tanto de la Ley de Costas, de 28 de julio de 1988 (modificada por la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección y uso sostenible del litoral y modificación de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas), como del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado 2/2011, de 5 de septiembre (en adelante, TRLPEMM).

			Las normas anteriores han sido respetadas íntegramente en la nueva LNM de 2014, como no podía ser de otro modo por tratarse de normas supranacionales incorporadas al ordenamiento interno. Además, importa destacar que, siendo una Ley de navegación marítima, la navegación se realiza naturalmente sobre determinados espacios marítimos, y según el régimen jurídico de cada cual, se producen situaciones que afectan a la ordenación administrativa de la navegación y a las normas de policía. Esta relación entre espacios marítimos y régimen de la navegación está bien coordinada en la Ley, pues ambas disciplinas se inspiran en la citada Convención de 1982.

			Concretamente, el Título I (arts. 4 a 55), estructurado en seis capítulos, reitera la disciplina básica de la policía de la navegación y la regulación de puertos del Estado y de marina mercante que afecta tanto a buques nacionales como extranjeros que navegan o se detienen en aguas españolas.

			Las normas de policía siguen, obviamente, un criterio territorial, sin perjuicio de las competencias del Estado del pabellón, concepto este último que, gracias al Derecho internacional, ha evolucionado en favor de los conceptos de Estado ribereño y Estado rector del puerto. Las estancias en aguas interiores marítimas y en puerto siguen el principio de soberanía del ribereño, aplicándose las competencias judiciales y administrativas a todos los buques, salvo los buques de Estado. También se regulan el derecho de paso inocente por el mar territorial, y los derechos de persecución y de visita, respetando las especialidades aplicables a los buques de Estado extranjeros. En el mismo título se regula, con carácter general para todos los espacios marítimos, la obligación de exhibir el pabellón (art. 22), deberán estar abanderados en un solo Estado, llevar marcado su nombre y puerto de matrícula, e izado su pabellón en lugar bien visible cuando naveguen por las aguas interiores marítimas o se hallen surtos en puerto o terminal nacional; los buques extranjeros, salvo los de guerra, enarbolarán, junto al suyo, el pabellón español. Y por lo que hace a los submarinos extranjeros deberán navegar en superficie y desplegado el pabellón cuando naveguen por las aguas interiores marítimas y por el mar territorial españoles.

			La LNM no se queda en una mera declaración de principios sino que, por un lado, reconoce importantes facultades a la Administración pública competente para controlar, inspeccionar, sancionar, detener, visitar e incluso conducir a puerto a los buques extranjeros —por supuesto a los nacionales, no hace falta decirlo— cuando infrinjan, o amenacen con infringir, las normas sanitarias, de seguridad, aduaneras, de emigración y extranjería, medioambientales o el patrimonio cultural subacuático. Y, por otro lado, impone a la Administración pública la obligación de indemnizar los daños y perjuicios a los buques que sufran detenciones o demoras innecesarias. Ambas medidas, facultades y obligaciones, suponen un justo equilibrio en la justa aplicación del Derecho marítimo.

			En la exposición de los espacios marítimos seguimos un orden geográfico, que comienza en el litoral costero y permite distinguir: las aguas interiores, el mar territorial, la zona contigua, la zona económica exclusiva, la plataforma continental, el alta mar y la zona de los recursos.

			
5. LAS AGUAS INTERIORES


			A) Definición. Las aguas continentales interiores


			Son las situadas en el interior de la línea de base recta del mar territorial sometidas a la jurisdicción del Estado ribereño (art. 8.º). El límite exterior coincide con el interior del mar territorial, que a su vez viene determinado bien por la línea de baja mar escorada o por las líneas de base recta que unen los puntos apropiados de la costa o las islas próximas a ella. El límite interior coincide con la tierra firme, es decir, hasta el litoral costero o donde llega la acción de las mareas. Existen dos acepciones de aguas interiores, según sean marítimas o fuera del medio marino, incluyendo en esta última las denominadas aguas continentales interiores, pertenecientes a lagos, embalses y ríos. Esas aguas, excluidas del objeto de la Convención de 1982, tienen gran interés a los efectos de delimitar el reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

			En nuestro caso, tanto la Ley sobre Mar territorial como la Ley de Costas señalan que la delimitación corresponde al Gobierno, y el Real Decreto 10/1977, de 5 de agosto, fijó los puntos geográficos para el trazado de los límites inferiores del mar territorial o, lo que es lo mismo, los exteriores de las aguas interiores. Por su parte, el artículo 8.º1 TRLPEMM las define como «las situadas en el interior de las líneas de base del mar territorial. Las aguas interiores incluyen las de los puertos y cualesquiera otras comunicadas permanentemente con el mar hasta donde se haga sensible el efecto de las mareas, así como los tramos navegables de los ríos hasta donde existan puertos de interés general» y, consecuentemente, se considera «navegación interior la que transcurre íntegramente dentro del ámbito de un determinado puerto o de otras aguas interiores españolas».

			B) Régimen jurídico


			Las aguas interiores están sometidas a la soberanía del Estado ribereño, que se extiende al espacio aéreo, así como al lecho y al subsuelo (art. 2.º2 CENUDM y 8.º1 TRLPEMM). El Estado tiene plenas competencias para regular la navegación. También puede intervenir a bordo de los buques extranjeros y, a diferencia del mar territorial, no existe el derecho de paso inocente, salvo que el trazado de las líneas de base recta encierre como interiores aguas que antes no lo eran (art. 8.º2 CNUDM). La LNM sigue los mismos criterios que el Convenio de 1989.

			C) Régimen especial de acceso y estancia de los buques extranjeros en los puertos


			Aunque las aguas interiores pertenecen a la jurisdicción del ribereño y el Estado puede autorizar, prohibir o suspender la entrada de buques extranjeros, la legislación interna suele ser permisiva, precisamente para permitir la entrada, estancia y salida en los puertos (art. 25). El Estado ribereño está facultado para negar la salida del puerto o instalaciones terminales costa afuera si comprueba que el buque viola las condiciones internacionales aplicables en materia de navegabilidad y ello supone un peligro para el medio marino (arts. 219 y 220).

			Por su parte, la LNM regula con detalle el régimen de estancia en aguas interiores y en puerto, al que dedica el Capítulo II (arts. 13 a 30), dentro del Título I «De la ordenación administrativa». Los aspectos más destacados son los siguientes.

			El principio general es la libertad de entrada, pues todos los buques, nacionales o extranjeros, pueden entrar en los puertos españoles, salvo las excepciones legales por razones de seguridad, aduanas, sanidad, inmigración y policía. Va de suyo que la ley faculta el cierre temporal por razones meteorológicas, orden público o cuando el buque presente graves deficiencias de navegabilidad.

			Se mantiene el régimen especial de la arribada forzosa. Más allá de la protesta de avería explicando las causas, la Administración Marítima puede condicionar la entrada en los puertos o lugares de refugio a los buques potencialmente contaminantes a fin de garantizar la seguridad de las personas, del tráfico marítimo, del medio ambiente y de los bienes (art. 9 LNM).

			La apertura de los puertos españoles a la navegación nacional e internacional, no significa la desaparición del régimen general de visita y de estadía. En efecto, los buques en los puertos y terminales de carga y descarga de mercancías y equipajes, y de embarque y desembarque de pasajeros y vehículos están sometidos a la legislación portuaria. A tal efecto, el buque extranjero debe tener un consignatario, salvo las embarcaciones de recreo, que podrán ser directamente representadas por su propietario o capitán (art. 10). Reglamentariamente se podrán establecer la misma obligación para los buques nacionales.

			Especial atención ha merecido a la LNM la delicada cuestión de los polizones, agravada en los últimos años a consecuencia de las imparables masas migratorias. Se impone al capitán la obligación de: a) informar con suficiente antelación su presencia a bordo, b) mantenerlos en condiciones dignas, y c) entregarlos a las autoridades competentes de acuerdo con la ley de extranjería. La responsabilidad, civil o penal, del armador y/o consignatario, incluyendo costes de manutención, asistencia médica, jurídica y repatriación, se exigirá únicamente en casos de situaciones inhumanas o degradantes. Para garantizar el cumplimiento se podrá ordenar la prestación de garantía suficiente so pena de retención del buque en puerto (art. 11).

			Por otra parte, la Ley contempla una serie de medidas y situaciones especiales como son: a) La práctica de las diligencias de entrada y registro en el buque, incluidos sus camarotes, por parte de la autoridad judicial, sin otro requisito que la comunicación al cónsul del Estado del pabellón si el buque fuere extranjero; la detención fuera de las aguas interiores, pero en el mar territorial e incluso fuera de éste en el ejercicio del derecho de persecución. b) La aplicación de la legislación especial a los buques de propulsión nuclear, a los que transporten sustancias radioactivas, peligrosas y buques inactivos. c) A los buques tanques se exigen determinadas condiciones para entrar y salir de los puertos españoles (OM de 8 de febrero de 1990) y un seguro de responsabilidad civil para cubrir eventuales daños por contaminación (TRLPEMM); y a los buques de investigación científica marina una autorización expresa para hacer escala en puertos españoles (RD 799/1981, de 27 de febrero).

			Por último, La LNM regula con cierto detenimiento el derecho de detención y fondeo. Parte de la idea de que el derecho a navegar no incluye el de detenerse o de fondear fuera de las zonas de servicio de los puertos, salvo fuerza mayor, autorización administrativa o buques y embarcaciones de recreo, estas últimas con el doble requisito de hacerlo en calas o lugares de baño, y siempre que no estén balizadas y no pongan en peligro la seguridad o la navegación (art. 21).

			D) Las bahías


			El trazado de los límites exteriores de las aguas interiores implica que las bahías encerradas deben considerarse incluidas en la definición. Se trata de uno de los accidentes geográficos que influyen decisivamente en el espacio marítimo de las aguas interiores; de ahí el interés en fijar con precisión su delimitación. El artículo 10 del Convenio define las bahías y establece las especialidades de su régimen jurídico, pues en todo lo demás rige el de las aguas interiores.

			«Una bahía es toda escotadura bien determinada cuya penetración tierra adentro, en relación con la anchura de su boca, es tal que contiene aguas cercadas por la costa y constituye algo más que una inflexión. Sin embargo, la escotadura no se considerará una bahía si su superficie no es igual o superior a la de un semicírculo que tenga por diámetro la boca de dicha escotadura.» Para la Convención, la bahía no sigue exactamente un criterio geográfico pues, si la costa pertenece a más de un Estado, ya no se considera bahía. Por ejemplo, en el caso español, las bahías de Algeciras e Higuer quedan excluidas del ámbito de la Convención, pues parte de sus costas pertenecen a Gibraltar y a Francia, respectivamente. Por el contrario, están incluidas las bahías de Palma, Rosas o Cádiz, porque sus líneas costeras discurren íntegramente por el Estado español.

			La delimitación de las bahías presenta dos elementos característicos: por un lado, el trazado de las líneas de cierre y, por otro, el límite máximo. Cuando, debido a la existencia de islas, «una escotadura tenga más de una entrada, el semicírculo se trazará tomando como diámetro la suma de las longitudes de las líneas que cierran todas las entradas. La superficie de las islas situadas dentro de una escotadura se considerará comprendida en la superficie total». Por lo que respecta al límite máximo de las líneas de cierre, el Convenio distingue dos situaciones, según exceda o no de veinticuatro millas.

			
6. EL MAR TERRITORIAL


			A) Concepto


			Son las aguas adyacentes a la costa y a las aguas interiores hasta un máximo de doce millas, medidas desde las líneas de base y sometidas a la soberanía del Estado ribereño. El mar territorial linda, en el límite inferior, con las aguas interiores y en el superior con la zona contigua, si bien no puede ir más allá de las doce millas marinas. Se trata de un límite máximo, pero la legislación estatal es competente para fijar menor extensión. La soberanía del ribereño es completa, salvo el derecho de paso inocente, y comprende la columna de agua, el lecho, el subsuelo y los recursos, así como el espacio aéreo suprayacente.

			B) Delimitación


			Existen dos criterios para fijar los límites inferiores del mar territorial: las líneas de base normal y las líneas de base recta. El primero es el criterio general, sancionado en el artículo 1.º de la Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre mar territorial, y conocido como línea de bajamar escorada. El segundo criterio, en el que las líneas de base recta unen los puntos o coordenadas trazados en la carta náutica y se aplica excepcionalmente cuando la costa tenga profundas aberturas y escotaduras o una franja de islas. Este segundo criterio también está recogido en la ley española y ha sido desarrollado por el Decreto de 5 de agosto de 1977 (BOE de 30 de septiembre de 1977). Haciendo uso de la norma habilitante, el Gobierno ha trazado los puntos que constituyen los límites inferiores del mar territorial, en la mayoría de los casos siguiendo la línea de baja mar a lo largo de la costa y, cuando existen los accidentes citados, mediante el trazado de los puntos de base recta. Fácilmente se comprende que las líneas de base recta significan una expansión de las aguas interiores y en consecuencia del mar territorial.
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